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MÉXICO

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 24/09
CASO 11.822
REYES PENAGOS MARTÍNEZ Y OTROS
(México)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Reyes Penagos y Otros
Peticionario (s): Comisión Mexicana de Defensa y Promocion de los Derechos Humanos (CMDPDH)
Estado: México
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa: 24/09, publicado el 20 de marzo de 2009
Relatoría vinculada: Personas Privadas de la Libertad
Temas: Personas Privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario/Violencia policial/Tortura/Debido proceso penal/ Protesta
Hechos: Los peticionarios alegaron que el 16 de diciembre de 1995 más de 600 elementos de Seguridad Pública, Policía Judicial Estatal y del Ejército, haciendo uso de 25 vehículos y de 3 helicópteros, desalojaron un plantón de mujeres instalado en el puente de acceso al ejido de Nueva Palestina utilizando gases lacrimógenos. Durante el operativo, los habitantes del ejido que se encontraban en el plantón fueron desalojados violentamente, allanaron varias viviendas y detuvieron ilegalmente a 17 personas, entre los que se encontraban Reyes Penagos Martínez, Enrique Flores González y Julieta Flores Castillo. Luego de su detención fueron introducidos en un automóvil de la Procuraduría de Justicia del Estado e interrogados sobre la Unión Campesina Popular Francisco Villa. Los peticionarios indicaron que cuando los familiares del señor Reyes Penagos Martínez se presentaron ante Procuraduría de Justicia del Estado, las autoridades negaron su detención. Señalaron que el 17 de diciembre de 1995, las presuntas víctimas fueron trasladadas aproximadamente a las 4:00 am a la ciudad de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, donde los cambiaron de vehículo y los llevaron hacia un lugar desconocido. Los peticionarios alegaron que Reyes Penagos Martínez, Julieta Flores y Enrique Flores fueron torturados durante su detención, introduciéndoles gases en sus fosas nasales, les colocaron vidrios molidos en sus pies, fueron golpeados y durante los días que estuvieron privados de libertad de manera clandestina no recibieron agua ni alimentos. Al señor Reyes Penagos Martínez le inyectaron sustancias desconocidas y le presionaron sus testículos. En la mañana del 18 de diciembre de 1995 los señores Reyes Penagos Martínez y Enrique Flores fueron torturados y golpeados y obligados a hacer 2.000 sentadillas. Afirman que la señora Julieta Flores además fue violada sexualmente durante el tiempo de la detención y que fue víctima de choques eléctricos en los pezones y en las piernas, le arrojaron agua de Tehuacán con chile en la nariz, lo que, sumado a los tratos tortuosos antes descritos, le causaron pérdida de conocimiento. Los peticionarios relataron que el 18 de diciembre de 1995 durante las primeras horas de la mañana, Reyes Penagos Martínez fue trasladado con rumbo desconocido, siendo hallado su cuerpo sin vida ese mismo día cerca de Jaltenangó. Enrique y Julieta Flores fueron trasladados al Centro Penal de Cerro Hueco, donde permanecieron por un lapso aproximado de dos meses.
Derechos alegados: En la petición se alegó que el Estado era responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 8 (garantías judiciales), 25 (derecho a la protección judicial) y 1.1 (obligación de respetar los derechos) de la Convención Americana porque el 16 de diciembre de 1995 Reyes Penagos Martínez, Enrique Flores González y Julieta Flores Castillo, pertenecientes a la Unión Campesina Popular Francisco Villa, habrían sido detenidos en forma ilegal por funcionarios públicos del estado de Chiapas, interrogados y sometidos a torturas. Además, porque el 18 de diciembre de 1995 el señor Reyes Penagos Martínez habría sido ejecutado extrajudicialmente por funcionarios públicos.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 4 de octubre de 2013, 12 de diciembre de 2014, 30 de septiembre de 2015, 20 de octubre de 2016, 26 de septiembre de 2017 y el 18 de julio y 14 de septiembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 23 de enero de 2015 y 6 de junio de 2017.
3. Los peticionarios presentaron información los días 13 de enero y 1 de diciembre de 2015.
4. Las partes no presentaron información actualizada sobre el cumplimiento en el 2018. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	PRIMERO.- Serán beneficiarios de la presente reparación del daño, en tanto que son “parte lesionada” ya sea como víctima o como familiar de la víctima, las siguientes personas: […]
	Cláusula declarativa 

	TERCERO.  La reparación objeto de este acuerdo se integra por el daño material, inmaterial y otras medidas de reparación (medidas de satisfacción y garantías de no repetición).

	a)      Reconocimiento Público de Responsabilidad Internacional del Estado mexicano.
El Estado se compromete a realizar un pronunciamiento público en donde reconozca SU RESPONSABILIDAD EN los hechos señalados en el primer apartado, en virtud de que la muerte de Reyes Penagos Martínez y la detención y tortura de Julieta Flores Castillo y Enrique Flores González, cometidos pos diversos servidores públicos del Estado de Chiapas, le son imputables.
 
El Estado también se compromete a que en el mismo acto se les pedirá perdón público a las víctimas y a sus familiares por los hechos denunciados ante la CIDH, mismos que fueron consecuencia de una violación a los derechos humanos. Este pronunciamiento podrá ser hecho al momento en que se realice el pago correspondiente a la reparación del daño material e inmaterial acordado en los párrafos precedentes. 
De igual forma el Estado se compromete a publicar en dos periódicos de circulación local el pronunciamiento público.
	Total


	b)      Investigación y sanción de los responsables

 Asimismo el Estado se compromete a continuar con las investigaciones hasta conseguir la sanción de los responsables de esos crímenes, mediante una investigación seria e imparcial de acuerdo a los estándares internacionales de derechos humanos con la finalidad de evitar su revictimización por falta de acceso a la justicia.
	Pendiente
	En el 2013, el Estado informó que la instancia encargada de vigilar que las investigaciones se realicen en forma diligente era la Fiscalía Especializada en Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chiapas. Adicionalmente, informó que el Ministerio Público ejercitó acción penal el 13 de septiembre de 2012 en contra de siete sindicados. Destacó que la víctima ha tenido la posibilidad de acceder a los expedientes y al proceso y ratificó su compromiso de garantizarle el ejercicio de su derecho a la coadyuvancia. En relación a los delitos cometidos en contra de Reyes Penagos y Enrique Flores, indicó que las indagatorias administrativas y penales en contra de servidores públicos involucrados fueron agotadas y se les aplicó las sanciones correspondientes.

En 2015, el Estado indicó en relación a la investigación No. 197/2012 por la violación sexual de una de las víctimas, que el 25 de junio de 2013 se logró la detención de Jaime Arturo Cabrera Ferro, quien promovió juicio de amparo No. 1083/2013. Asimismo, indicó que el señor Bulmaro Trejo Lopez fue detenido, sin embargo a través de acción de amparo obtuvo la declaración de insubsistencia de la orden de aprehensión y declaratoria de extinción de la acción penal por haber operado la prescripción. El señor Francisco Hernández Chacón, también promovió juicio de amparo No. 946/2013, resuelto el 13 de octubre de 2013, logrando  la cancelación de la orden de aprehensión y la declaración de prescripción de la acción penal. Cesar Montes Alegría, promovió juicio de amparo No. 1284/2013 que se encuentra pendiente de decisión. Dagoberto García Cisneros, Martin Hernández Ocaña y Juan Otilio Lopez Guillen, continua vigente la orden de aprehensión

En 2017 el Estado informó que la orden de aprehensión librada contra Martín Hernández Ocaña, el 13 de septiembre 2012, se encuentra vigente. En esta oportunidad los peticionarios no presentaron información. 

Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
La CIDH insta al Estado a presentar información específica y actualizada sobre los resultados de la investigación, así como de las gestiones realizadas para juzgar y sancionar a los responsables de los hechos relacionados con el presente caso.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.

	CUARTO.-  En este sentido, debe entenderse el proceso de solución amistosa permanecerá vigente, hasta en tanto se concluyan cabalmente las investigaciones y procesos que deriven en el enjuiciamiento de los responsables de los hechos que motivaron la petición.
	Declarativa

	SEXTA.- Daño Material. Generalmente, para llegar a establecer las acciones o montos reparatorios, se ha (sic) toma como referencia el impacto sobre la vida, la integridad, la libertad, la imagen pública y el proyecto de vida. Los montos asignados a continuación son los acordados por las partes y se distribuirá al tenor de los siguientes rubros:

Beneficiario
Concepto
Monto
1. Familia Penagos Roblero*

Daño Emergente

$ 52,548.00 MN

Lucro Cesante

$ 105,354.00 MN

SUBTOTAL
$ 157,902.00 MN
2. Julieta Flores Castillo

Daño Emergente

$ 52,548.00 MN

Lucro Cesante

$ 12,640.00 MN 

SUBTOTAL
$ 65,187.00 MN
3. Enrique Flores González

Daño Emergente

$ 52,548.00 MN

Lucro Cesante

$ 12,640.00 MN 

SUBTOTAL
 $ 65,187.00 MN
 

TOTAL 1
$ 288,278.00 MN

	Total


	SÉPTIMA.- Daño Inmaterial. A continuación nos referiremos a la primera modalidad para la reparación de este tipo de daño. Las cantidades acordadas son las siguientes:

 

Beneficiario
Concepto
Monto
1. Familia Penagos Roblero

Daño Inmaterial

$ 342,098.00 MN

2. Julieta Flores Castillo

Daño Inmaterial

$ 228,951.00 MN

3. Enrique Flores González

Daño Inmaterial

$ 228,951.00 MN

 

TOTAL 2
$ 800,000.00 MN
 
	Total


	NOVENA.- En virtud de las alteraciones en las condiciones de existencia de las víctimas y sus familiares, la Fiscalía General del Estado de Chiapas se compromete a realizar las gestiones que resulten necesarias, ante las autoridades componentes, a efecto de que les sean otorgadas becas de estudio a los tres hijos menores del Sr. Reyes Penagos. En el entendido que la Fiscalía General no puede garantizar que el resultado de las mismas sean positivas, no obstante expresa su compromiso para impulsar diligentemente estas solicitudes y buscar un resultado favorable para los hijos del Sr. Reyes Penagos.
	Parcial 
	En su Informe de Homologación, la CIDH dio cuenta de que el Estado mexicano, por medio del gobierno del Estado de Chiapas, otorgará una indemnización económica mensual de $2.500 (dos mil quinientos pesos en moneda nacional) para Bersabé de Jesús, y de $2.000 (dos mil pesos moneda nacional) a cada uno de los otros dos hijos menores de edad de la víctima, Reyes Norberto y José Adrián, todos ellos de apellido Penagos, hasta la finalización de su carrera profesional; y por conducto de la Secretaría de Gobierno del Estado de Chiapas buscará los medios para garantizar que Bersabé de Jesús ingrese a la carrera de Turismo en la Universidad Autónoma de Chiapas o, en su defecto, en la Universidad Intercultural de Chiapas. De esta manera, el Estado dará cumplimiento a las obligaciones asumidas en materia de becas estudiantiles a favor de los hijos menores de la víctima Reyes Penagos Martínez

En 2015, el Estado indicó que la Secretaría General de Gobierno del Estado de Chiapas, ha otorgado becas educativas desde el año 2008 de manera mensual a favor de los 3 beneficiarios. 

Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.

	DÉCIMA.- En este mismo sentido, el Estado se compromete a realizar gestiones para que los beneficiarios obtengan acceso a un seguro médico.
	Total

 


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
5. La Comisión observa que las partes no han presentado información sobre el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa.  

6. Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
7. La Comisión observa con preocupación que  no han existido avances sustanciales en el cumplimiento de la medida de justicia del acuerdo de solución amistosa. 

8. Por lo expuesto, la Comisión concluye que el acuerdo amistoso se encuentra parcialmente cumplido. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando los puntos tercero b y noveno del acuerdo de solución amistosa hasta su total implementación. 
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO. 

A. Resultados individuales del caso

· Se realizaron los pagos correspondientes a los montos de compensación económica en beneficio de las víctimas y sus familiares;
· Se realizó el acto de reconocimiento de responsabilidad;
· Se otorgó cobertura en salud a los beneficiarios del acuerdo;
· Se están cubriendo los gastos de estudios de los beneficiarios del acuerdo. 

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 90/10
CASO 12.642
JOSÉ IVAN CORREA ARÉVALO
(México)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): José Iván Correa Arévalo
Peticionario (s): Comisión Mexicana de Defensa y Promocion de los Derechos Humanos (CMDPDH)
Estado: México
Informe de Admisibilidad: 83/07, publicado el 16 de octubre de 2007

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa.: 90/10, publicado el 15 de julio de 2010
Relatoría vinculada: Niñas, niños y adolescentes/ Unidad de Memoria, Verdad y Justicia
Temas: Niñas, niños y adolescentes/ Jóvenes / Investigación

Hechos: Los peticionarios alegaron que José Iván Correa Arévalo, joven estudiante de 17 años, falleció el día 28 de mayo de 1991 a consecuencia del impacto de un proyectil de arma de fuego en su cabeza. Sostuvieron que la muerte de la presunta víctima –la cual estaría vinculada con su condición de líder estudiantil independiente- no habría sido investigada diligentemente por las autoridades mexicanas, y que los responsables de su muerte no fueron condenados. Los peticionarios indicaron que el 27 de mayo de 1991 -un día antes de su muerte- José Iván habría tenido un conflicto con otro líder estudiantil del Colegio de Bachilleres plantel 01 (COBACH) de la ciudad de Tuxtla Gutiérrez, relacionado con un movimiento de huelga. Afirmaron que, a consecuencia de dicho conflicto, el referido estudiante habría amenazado de muerte a José Iván Correa. Sostuvieron que al día siguiente, 28 de mayo de 1991, y encontrándose en compañía de otros tres estudiantes del COBACH, José Iván recibió un impacto mortal de bala. Sobre las circunstancias en que esto último habría ocurrido, los peticionarios alegaron que, sin perjuicio de que los tres jóvenes aludidos sostuvieron en sus declaraciones que habría sido el propio Correa Arévalo quien se habría quitado la vida, disparándose en la cien luego de haber ingerido bebidas alcohólicas, ellos serían los responsables de la muerte de la presunta víctima. Agregaron que, sin embargo, éstos últimos habrían contado con la protección de las entonces autoridades del gobierno de Chiapas, en razón de los vínculos familiares que habrían unido a uno de los presuntos responsables del homicidio con el Secretario de Gobierno del Estado de Chiapas de ese momento. Indicaron que, en consecuencia, los hechos no habrían sido investigados debidamente por las autoridades correspondientes. En particular, alegaron que la Averiguación Previa 2062/ZC/91 a cargo de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chiapas, no habría sido sustanciada en forma diligente, y estaría afectada por severas irregularidades. 
Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente caso y que la petición era admisible con relación a los artículos 4 (derecho a la vida), 8 (derecho a las garantías judiciales), 17 (protección de la familia), 19 (derechos del niño) y 25 (derecho a la protección judicial), de la Convención Americana en concordancia con sus artículos 1.1 y 2, en cumplimiento con los requisitos previstos en sus artículos 46 y 47 y decidió notificar a las partes y publicar su informe en su informe anual.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 30 de septiembre de 2015, 21 de octubre de 2016, 16 de septiembre de 2017 y 18 de julio y 14 de septiembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 21 de abril de 2015, 7 de marzo de 2017 y 4 de septiembre de 2018. 

3. Los peticionarios presentaron información el 7 de diciembre de 2017. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	1. Que el Estado mexicano por conducto del Ministerio de Justicia del Estado de Chiapas se compromete a continuar la investigación diligente y exhaustiva y a abrir nuevas líneas de investigación para lograr el pronto esclarecimiento de la verdad histórica acerca del homicidio de José Iván Correa Arévalo. Durante la investigación, se realizarán mesas de trabajo entre los agentes encargados de la misma  y la coadyuvancia para la revisión integral del expediente.
	Parcial
	En 2015, el Estado indicó, que el Juez Segundo del Ramo Penal decretó la prescripción del delito imputado en la causa radicada 408/2010. Manifestó que a través de este proceso se esclarecieron los hechos en que perdió la vida la víctima y se identificaron los autores. Sin embargo, no fue posible  sancionar a los perpetradores por haber operado la prescripción de la acción penal.
El 27 de diciembre de 2017, el Estado reiteró la información presentada en 2015 y solicitó el cese del seguimiento del ASA, debido a que era imposible sancionar a los perpetradores de los hechos por haber operado la prescripción de la acción penal. Dicha información fue trasladada respectivamente a los peticionarios el 14 de marzo de 2018 y reiterada el 21 de junio de 2018, para que los mismos presenten la información oportuna. 
Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa teniendo un nivel de ejecución parcial. 

	2.
Que el Estado mexicano por conducto del Ministerio de Justicia del Estado de Chiapas se compromete a realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad y disculpa pública por la falta de investigación diligente de las autoridades en lo que respecta al homicidio de José Iván Correa Arévalo. Este reconocimiento y disculpa pública será publicado en los diarios de mayor circulación del Estado de Chiapas. Los peticionarios se comprometen a presentar una propuesta de texto de reconocimiento de responsabilidad y disculpa pública en el plazo de 15 días contados a partir del día de la fecha. La propuesta será analizada por las autoridades del Estado de Chiapas en el plazo de 15 días a partir de que la misma sea recibida. El texto final será acordado entre las partes. Frente al requerimiento de los peticionarios de que el acto público referido sea encabezado por el titular del Ejecutivo del Estado de Chiapas, el Ministerio de Justicia se compromete a plantear esta solicitud a dicha autoridad, y en su defecto, a que sea el Titular del Ministerio de Justicia quien encabece el acto. Las partes acordarán la fecha de celebración del acto público, buscando que sea posible la presencia del Comisionado Florentín Meléndez, Relator para México. En la concertación de dicho acto, las partes manifiestan que existe la posibilidad de firmar el Acuerdo de Solución Amistosa en este caso.
	Total


	3.
Que el Estado mexicano por conducto del Ministerio de Justicia del Estado de Chiapas se compromete a ofrecer un tratamiento psicológico al Señor Juan Ignacio Correa López y a incorporarlo, junto con su familia al Programa de Salud del Seguro Popular, conforme a lo acordado en la Minuta de Trabajo firmada en el Estado de Chiapas el día 8 de octubre de 2008.
	Total


	4.
Que el Estado mexicano por conducto del Ministerio de Justicia del Estado de Chiapas se compromete a incorporar al Señor Juan Ignacio Correa López al Programa de Vivienda de Interés Social en los términos de la Minuta de Trabajo firmada en el Estado de Chiapas el día 8 de octubre de 2008.
	Total


	5.
Que el Estado mexicano por conducto del Ministerio de Justicia del Estado de Chiapas se compromete a incorporar al Señor Juan Ignacio Correa López al Programa de Reactivación Económica del Estado de Chiapas, para la adquisición de un crédito destinado a actividades empresariales. El Ministerio de Justicia del Estado de Chiapas se compromete a gestionar, en caso de que sea necesario, la amortización del crédito y su no reembolso para beneficio del peticionario.
	Total


	6.
Que el Estado mexicano por conducto del Ministerio de Justicia del Estado de Chiapas se compromete a otorgar una indemnización en concepto de daño material y moral, al Señor Juan Ignacio Correa López, por un monto total de $600.000 pesos (seiscientos mil pesos moneda nacional) libre de todo gravamen.
	Total


	7.
Que el Estado mexicano por conducto del Ministerio de Justicia del Estado de Chiapas se compromete a gestionar ante el Ayuntamiento de Tuxtla Gutiérrez del Estado de Chiapas, la denominación con su nombre de la calle en que fue privado de la vida José Iván Correa Arévalo; o, en su defecto, a gestionar ante la autoridad educativa respectiva la colocación de una placa alusiva a los hechos del presente caso, en el Colegio de Bachilleres Plantel 01 (COBACH), al cual asistía José Iván Correa Arévalo.
	Total



IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión observa que las partes no han presentado información sobre el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa.  

5. Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa con preocupación que  no han existido avances sustanciales en el cumplimiento de la medida de justicia del acuerdo de solución amistosa. La Comisión toma nota de los obstáculos indicados por el Estado para la sanción de los responsables y considera importante que el Estado aclare si las personas identificadas como causantes de la muerte de la víctima serían funcionarios estatales, de manera que se pueda aclarar si en este caso se estaría frente a una ejecución extrajudicial que no sería susceptible de aplicación de la figura de la prescripción al tratarse de una grave violación de derechos humanos, según lo establecido en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la Comisión. 

7. Por lo expuesto, la Comisión concluye que el acuerdo amistoso se encuentra parcialmente cumplido. En consecuencia, la Comisión queda a la espera de la información especifica que el Estado proporcione sobre la calidad de los sujetos identificados como autores, de manera que pueda valorar el eventual cierre del asunto. 

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO
A. Resultados individuales del caso

· Se realizaron los pagos correspondientes a los montos de compensación económica en beneficio de las víctimas y sus familiares;
· Se realizó el acto de reconocimiento de responsabilidad;
· Se otorgó cobertura en salud a la víctima para tratamiento psicológico;

·  Se brindaron medidas de rehabilitación social; 

· Se están cubriendo los gastos de estudios de los beneficiarios del acuerdo;

· Se elaboró una placa para rescatar la memoria histórica del caso.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 65/14
CASO 12.769
IRINEO MARTÍNEZ TORRES Y CANDELARIO MARTÍNEZ DAMIÁN 
(México)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Irineo Martínez Torres y Candelario Martínez Damián
Peticionario (s): Alfonso Otero
Estado: México
Informe de Admisibilidad: 72/10, publicado el 12 de julio de 2010

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa.: 65/14, publicado el 25 de julio de 2014
Relatoría vinculada: Personas Privadas de la Libertad
Temas: Personas Privadas de la Libertad/ Cuidado y Custodia/Investigación/ Violencia policial/ Debido proceso penal
Hechos: El 25 de julio de 2014, la CIDH emitió el Informe No. 65/14 a través del cual aprobó el acuerdo de solución amistosa alcanzado en beneficio de Irineo Martinez Torres y Candelario Martinez Damián, miembros del pueblo indígena Purépecha, originarios de la localidad de Ahuirán, Estado de Michoacán, quienes habrían sido víctimas de violaciones a derechos amparados en la Convención Americana durante su arresto y durante el procedimiento criminal seguido en su contra. Las presuntas víctimas habrían sido objeto de agresiones físicas por policías judiciales al momento de su detención; y durante el proceso penal seguido en su contra, el defensor de oficio no habría realizado una defensa eficiente. Tampoco se les habría designado un intérprete, a pesar de su idioma materno es el Purépecha (Tarasco), y no tenían un entendimiento o manejo fluido del idioma español.

Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente caso y que la petición era admisible con relación a los artículos 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 8 (derecho a las garantías judiciales), y 25 (derecho a la protección judicial), de la Convención Americana en concordancia con sus artículos 1.1 y 2, en cumplimiento con los requisitos previstos en sus artículos 46 y 47 y decidió notificar a las partes y publicar su informe en su informe anual.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 20 de octubre 2016, 27 de septiembre de 2017, 29 de agosto de 2017 y 19 de julio y 24 de septiembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 23 de diciembre de 2016 y 19 de octubre de 2018.
3. Los peticionarios no han presentado información actualizada desde la homologación del acuerdo de solución amistosa. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	1) Tomando en cuenta que el 95.5% de la comunidad no está inscrito en ninguna institución de salud, el Estado se compromete, en el presente año a:

a. Difundir información acerca de los requisitos necesarios para ingresar al sistema de salud mexicano.

b. Instalar una mesa de salud encargada de asesorar a todas las personas de la comunidad que se acerquen para garantizar su derecho a la salud y, una vez cumplidos los requisitos, proceder a su registro. (SS, Gobierno del Estado).
	Total


	2) Del diagnóstico de la comunidad se desprende que existe un importante segmento de la población en edad de trabajar que se ve afectado por baja demanda de mano de obra. El Estado mexicano insta a que la comunidad purépecha de Ahuirán se organice mediante sus autoridades tradicionales y/o familiares para realizar un proyecto que mejore las condiciones  familiares o comunitarias de la localidad y provea de un apoyo económico temporal a cuantas personas requiera el proyecto. Este programa se ofrece a hombres y mujeres de 16 años o más que deseen ejecutar proyectos que contribuyan al mejoramiento de las condiciones familiares o comunitarias. En ese sentido, el Estado otorgará, a petición de parte, asesoría para la definición del proyecto y podrá otorgar jornales equivalentes al 99% del salario mínimo para la región. […]
	Total 2018
	En el 2017, el Estado informó que dentro del Plan Nacional de Desarrollo 2018, se incluyó la meta acción IV, México Prospero, en la cual se incorporó el objeto 4.3. Promover el empleo de calidad; y que específicamente con la estrategia 4.3.2 Promover un trabajo digno y decente, se está contribuyendo a eliminar la desigualdad y discriminación en el mercado laboral. Finalmente, el Estado reiteró la solicitud de declaratoria de cumplimiento total y cese de la supervisión de la implementación del acuerdo de solución amistosa.

El 19 de octubre de 2018, el Estado informó sobre el resultado de las inversiones realizadas por el Estado con posterioridad al año 2012 con el fin de mejorar las condiciones de la comunidad. El Estado indicó que instó a la comunidad purépecha de Ahuirán, en el Estado de Michoacán, para que se organizaran a través de sus autoridades tradicionales y poder realizar un proyecto que permitiera mejorar las condiciones de la localidad. El Estado reiteró que se otorgó la asesoría  las autoridades municipales de Paracho, y aportó records de las solicitudes de apoyo temporal para proyectos realizadas en los últimos años, con el detalle de los importes destinados al pago de jornales, materiales, data de la generación de empleos, entre otras cifras informativas. El Estado reiteró su solicitud de declarar cumplido totalmente este punto. 

Tomando en consideración la información presentada por el Estado y la ausencia de observaciones de la parte peticionaria desde la emisión del Informe de Homologacion en el 2014, la Comisión considera que el Estado ha alcanzado un nivel de cumplimiento total de este extremo del acuerdo y así lo declara.  

	3) El Estado, mediante la Procuraduría General de la Republica, el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas (INALI), la Secretaria de Relaciones Exteriores (SER) y la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas se comprometen a diseñar una campaña informativa mediante diversos medios, que incluyan el radio y medios impresos para que la comunidad purépecha conozca sus derechos al ser detenidos y en la cual inste a la comunidad a hacerlos valer (PGR, INALI, CDI, SER).
	Total


	4) El Estado realizará un diplomado para la formación de intérpretes en lenguas indígenas del Estado de Michoacán en el ámbito de procuración y administración de justicia (en conjunto con la Universidad de Michoacán, PGR o PGJ y Poder Judicial del Estado o de la Federación), a fin de que los acreditados del diplomado se incorporen en el padrón de intérpretes y traductores de lenguas indígenas, comprometiéndose el gobierno federal a impulsar su utilización (INALI).
	Total


	5) Las entrevistas in situ con el peticionario y las familias de los peticionarios indican que se dedican tradicionalmente a la artesanía. No obstante, debido a su estado socioeconómico, seguido se ven obligados a diversificar sus fuentes de ingresos. El Estado mexicano, reconociendo su deseo de dedicarse exclusivamente a la artesanía y tomando en cuenta que es la falta de insumos y herramientas lo que les impide que así lo hagan, ofrece rehabilitar los talleres artesanales de las dos familias por medio del Programa de Apoyo a la Productividad Indígena y el Programa de Organización Productiva para Mujeres Indígenas por montos que varían de acuerdo con el proyecto que sometan los peticionarios (DCI, Peticionarios y Municipio de Paracho) y de acuerdo con lo establecido en el inciso siguiente.
	Total


	6) Dando cumplimiento a los acuerdos del día 26 de marzo de 2011, sostenidos durante el 141 periodo de sesiones de la CIDH, el Estado ofrece a los peticionarios otorgar por concepto de reparación del daño la cantidad de 500,000 pesos (SEGOB).
	Total



	TERMINOS PARA EL CUMPLIMIENTO DEL ACUERDO 

	a) exhibición  y entrega de la suma de $125,000.00 a cada uno de los representados, más tardar el día 15 de agosto de 2011.
	Total


	b) El Estado deberá iniciar los trámites para el inicio de las obras para la rehabilitación de los talleres artesanales en un término de 15 días a partir de la aceptación de la propuesta del Estado y mantendrá informado al representante de los peticionarios del avance en los mismos con la finalidad de que las obras se culminen con la mayor celeridad posible.
	Total


	c) De igual manera, el Estado deberá hacer un pronunciamiento público en la comunidad de Ahuirán acerca de la situación de los derechos humanos al momento de la detención y proceso judicial de los señores Irineo Martínez Torres y Candelario Martínez Damián.
	Total


	d) El Estado deberá iniciar la implementación de los programas restantes dentro de un término de treinta días a partir de la aceptación de la propuesta.
	Total



IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Por su parte, la parte peticionaria no presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  
5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información suficiente para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa que el Estado aportó información a través de la cual se pudo verificar las acciones realizadas por el Estado para cumplir con el único punto pendiente de cumplimiento del acuerdo relacionado con las inversiones para el desarrollo de la comunidad y en consecuencia decide declarar el cumplimiento del punto 2 del acuerdo de solución amistosa.

7. Por lo expuesto, la Comisión concluye que el acuerdo amistoso se encuentra totalmente cumplido. En consecuencia, la Comisión decide cesar la supervisión del cumplimiento del acuerdo y cerrar el caso.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO. 
A. Resultados individuales del caso

· Se rehabilitaron los talleres artesanales de las dos familias de las víctimas;
· Se pagó el monto de compensación económica por concepto de reparación;
B. Resultados estructurales del caso

· Se difundió información acerca de los requisitos necesarios para ingresar al sistema de salud mexicano;

·  Se instaló una mesa de salud encargada de asesorar a todas las personas de la comunidad que se acerquen para garantizar su derecho a la salud y proceder a su registro;
· Se realizó un diagnostico en materia de trabajo y mano de obra en la comunidad; 

· Se realizaron proyectos productivos para el desarrollo de la comunidad, a título familiar, como medidas de rehabilitación social;

· Se diseño una campaña informativa mediante diversos medios para que la comunidad purépecha conozca sus derechos al ser detenidos;
· Se realizó un diplomado para la formación de intérpretes en lenguas indígenas del Estado de Michoacán en el ámbito de procuración y administración de justicia.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 81/15
CASO 12.813
BLANCA OLIVIA CONTRERAS VITAL
(México)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Blanca Olivia Contreras Vital
Peticionario (s): Blanca Olivia Contreras Vital, José de Jesús Esqueda Díaz

Estado: México

Informe de Admisibilidad: 13/11, publicado el 23 de marzo de 2011

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa.: 81/15, publicado el 28 de octubre de 2015
Relatoría vinculada: Personas Privadas de la Libertad
Temas: Personas Privadas de la Libertad/ Debido proceso penal 
Hechos: En su Informe No. 81/15 de 28 de octubre de 2015, la CIDH aprobó el acuerdo de solución amistosa suscrito entre las partes el 5 de octubre de 2012, para la reparación de violaciones al debido proceso en contra de Blanca Olivia Contreras Vital y Roberto Clemente Álvarez Alvarado, quienes no contaron con una defensa penal adecuada, y en consecuencia, se les impuso sentencias condenatorias arbitrarias y contrarias a la Convención Americana. Las víctimas de este caso se encontraban privadas de la libertad al momento de presentación de la petición, y habrían recuperado con posterioridad su libertad por cumplimiento total de sus condenas. En ese sentido, el objeto de la petición y de la negociación del acuerdo de solución amistosa era obtener una compensación por los perjuicios ocasionados.
Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente caso y que la petición era admisible con relación a los artículos 7 (derecho a la libertad personal) y 8 (derecho a las garantías judiciales) de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1, en cumplimiento con los requisitos previstos en sus artículos 46 y 47 y decidió notificar a las partes y publicar su informe en su informe anual.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 20 de octubre 2016, 27 de septiembre de 2017, y 18 de julio y el 27 de agosto de 2018. 

2. El Estado proporcionó información el 17 de agosto de 2018.
3. Los peticionarios presentaron información el 10 de marzo de 2016 y el 27 de septiembre de 2017. 
III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO

	VII.1 Indemnización compensatoria

	PRIMERO.- Con base en la jurisprudencia del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos, el Estado hará entrega de la cantidad de $336,000.00 (trescientos treinta y seis mil pesos 00/100 M.N.) al señor Roberto Clemente Álvarez Alvarado por concepto de indemnización por reparación integral del daño y de ayuda para la vivienda.
	Total

 

	SEGUNDO.- Con base en la jurisprudencia del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos, el Estado hará entrega de la cantidad de $382,000.00 (trescientos ochenta y dos mil pesos 00/100 M.N.) a la señora Blanca Olivia Contreras Vital por concepto de indemnización por reparación integral del daño y de ayuda para la vivienda.
	Total


	TERCERO.- Las cantidades que por indemnización corresponden a las víctimas serán pagadas por el Estado, dentro de los 30 días hábiles siguientes a la firma del presente Acuerdo, a través de la Unidad para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos de la SEGOB.
	Total


	VII. 2 Medidas de satisfacción y garantías de no repetición

	VII.2.1 Para la señora Blanca Olivia Contreras Vital

	VII.2.1.1 Apoyo para vivienda 
ÚNICO.- La Unidad para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos y la Dirección General de Derechos Humanos y Democracia realizarán las gestiones necesarias para la inscripción de la señora Blanca Olivia Contreras Vital en el programa Tu Casa del Fideicomiso Fondo Nacional de Habitaciones Populares, ante la Delegación Zacatecas de la Secretaría de Desarrollo Social. Este programa otorga subsidios a los hogares mexicanos en situación de pobreza con ingresos por debajo de la línea de bienestar, con carencia de calidad y espacios de la vivienda para que, adquieran, construyan, amplíen o mejoren sus viviendas.
	Parcial 2018
	El 17 de agosto de 2018, el Estado informó que el 9 de agosto de 2018 se llevó a cabo una reunión con autoridades internas con la finalidad de definir la estrategia para el cumplimiento de las clausulas restantes del acuerdo. Específicamente sobre el tema de la vivienda se acordó que la Subsecretaría del estado de Zacatecas realizará la donación de un terreno a favor de la beneficiaria Blanca Olivia Contreras Vital, con base al convenio que se celebre con el Fideicomiso Fondo Nacional de Habitantes Populares (FONHAPO). En ese sentido, la FONHAPO aportará los recursos para subsidiar la construcción de la vivienda para la beneficiaria. Por otro parte, la Unidad para la defensa de los derechos Humanos someterá a consideración del Fideicomiso para el Cumplimiento de las Obligaciones en Materia de derechos Humanos la documentación pertinente para que se pueda cubrir el pago que le correspondería a Blanca contreras por concepto de “aportación del beneficiario”. En el mismo sentido, el Estado informó que ya se le brindó la información a la beneficiaria sobre la documentación que debe aportar y se fijaron las fechas para tales efectos. 
Tomando en consideración la información presentada por el Estado y la ausencia de observaciones de la parte peticionaria, la Comisión considera que el Estado ha alcanzado un nivel de cumplimiento parcial de este extremo del acuerdo y así lo declara.   

	VII.2.1.2 Tratamiento psicoterapéutico para JCC 
ÚNICO.- La Unidad para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos y la Dirección General de Derechos Humanos y Democracia realizarán las gestiones necesarias ante la Procuraduría Social de Atención a las Víctimas de Delitos, a fin de que esa Procuraduría brinde atención psicológica al hijo de la señora Blanca Olivia Contreras Vital, el niño JCC, en su domicilio o en las instalaciones del Centro de Atención a Víctimas y Ofendidos más cercano al mismo, a elección de la víctima y su hijo.
	Total


	VII.2.1.3 Beca educativa para JCC

ÚNICO.- La Unidad para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos y la Dirección General de Derechos Humanos y Democracia realizarán las gestiones necesarias

ante la representación de la Secretaría de Educación Pública en el estado de Zacatecas (OSFAE) y ante la Secretaría de Educación y Cultura en el estado de Zacatecas, a fin de que la última realice el otorgamiento de una beca educativa para el hijo de la señora Blanca Olivia Contreras Vital, el niño JCC, de al menos $150.00 (ciento cincuenta pesos 00/100 M.N.) y, a consideración del Secretario de Educación y Cultura en el estado, de hasta $300.00 (trescientos pesos 00/100 M.N.); monto a entregarse de manera mensual hasta la conclusión de sus estudios de preparatoria, y sujeto a las condiciones estipuladas por la Secretaría de Educación y Cultura en el estado de Zacatecas al respecto.
	Total


	VII.2.1.4 Capacitación para el auto empleo 
ÚNICO.- La Unidad para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos y la Dirección General de Derechos Humanos y Democracia realizarán las gestiones necesarias ante el Servicio Nacional de Empleo de Zacatecas, a fin de inscribir a la señora Blanca Olivia Contreras Vital en el Subprograma Bécate de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, en la modalidad de Capacitación para el Autoempleo.
	Total

 

	VII.2.2 Para el Sr. Roberto Clemente Álvarez Alvarado 
VII.2.2.1 Apoyo para vivienda 
ÚNICO.- La Unidad para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos y la Dirección General de Derechos Humanos y Democracia realizarán las gestiones necesarias ante la Delegación Aguascalientes de la Secretaría de Desarrollo Social, a fin de inscribir al señor Roberto Clemente Álvarez Alvarado en el programa Tu Casa del Fideicomiso Fondo Nacional de Habitaciones Populares. Este programa otorga subsidios a los hogares mexicanos en situación de pobreza con ingresos por debajo de la línea de bienestar, con carencia de calidad y espacios de la vivienda para que adquieran, construyan, amplíen o mejoren sus viviendas.
	Parcial 2018
	El 17 de agosto de 2018, el Estado informó que el 9 de agosto de 2018 se llevó a cabo una reunión con autoridades internas con la finalidad de definir la estrategia para el cumplimiento de las clausulas restantes del acuerdo.

En relación a la medida de vivienda para Roberto Clemente Alvarez Alvarado, el Estado informó que en la misma reunión se acordó que la FONHAPO realizaría una petición a la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (SEDATU), a fin de continuar con las gestiones para recolectar información sobre el beneficiario ya que no ha sido posible a la fecha finalizar dicho proceso. Se estaría analizando otra ruta alternativa para el otorgamiento de la vivienda con respecto a este beneficiario. Adicionalmente, la Unidad para la Defensa de los Derechos Humanos se comprometió a contactar al Instituto de Vivienda del Estado de Aguascalientes para analizar otra ruta para el otorgamiento de vivienda. Finalmente, el Estado informó que se le notificó al sr. Alvarado la realización del levantamiento de Cédula de Información de Vivienda para poder continuar con los trámites de vivienda; sin embargo, el Estado manifestó la imposibilidad de contactarlo directamente para tales efectos. 

Tomando en consideración la información presentada por el Estado y la ausencia de observaciones de la parte peticionaria, la Comisión considera que el Estado ha alcanzado un nivel de cumplimiento parcial de este extremo del acuerdo y así lo declara.   

	VII.2.2.2 Capacitación para el auto empleo 
ÚNICO.- La Unidad para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos y la Dirección General de Derechos Humanos y Democracia realizarán las gestiones necesarias ante el Servicio Nacional de Empleo de Aguascalientes, a fin de inscribir al señor Roberto Clemente Álvarez Alvarado en el Subprograma Bécate de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, en la modalidad de Capacitación para el Autoempleo.
	Total



IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Por su parte, la parte peticionaria no presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  
5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información suficiente para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa que el Estado aportó información a través de la cual se pudo verificar las acciones realizadas por el Estado para cumplir con su obligación de brindar una medida de vivienda para los beneficiarios del acuerdo, por lo que declara su cumplimiento parcial.

7. Por lo expuesto, la Comisión concluye que el acuerdo amistoso se encuentra parcialmente cumplido. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando esos dos extremos del acuerdo de solución amistosa. 

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· Se realizaron los pagos correspondientes a los montos por concepto de indemnización por reparación integral del daño y de ayuda para la vivienda;
· Se brindaron becas educativas para el hijo de una de las víctimas;
· Se brindó tratamiento psicoterapéutico para el hijo de una de las víctimas; 
· Se brindó un curso de modalidad Capacitación en la Práctica Laboral del Subprograma Bécate, en la especialidad Atención al Cliente para uno de los beneficiarios del acuerdo, por la cual percibió un apoyo económico y fue contratada por una empresa local.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 15/16
PETICIÓN 1171/09
ANANÍAS LAPARRA Y FAMILIARES
(México)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Ananías Laparra y familiares
Peticionario (s): Thomas Antkowiak, Ricardo Lagunes Gasca y Alejandra Gonza, Clínica de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad de Seattle
Estado: México
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa.: 15/16, publicado el 14 de abril de 2016
Relatoría vinculada: Personas privadas de la libertad
Temas: Personas Privadas de la Libertad/ Cuidado y Custodia/Investigación/ Violencia policial/ Debido proceso penal/ Tortura
Hechos: El caso se refiere a los hechos ocurridos el 14 de octubre de 1999 en la ciudad Tapachula, Chiapas; Estados Unidos de México, en perjuicio del señor Ananías Laparra, quien fue detenido de manera ilegal y arbitraria, y fue posteriormente condenado, con base en una confesión obtenida bajo tortura por agentes de la Policía Judicial del Estado de Chiapas. Asimismo, los dos hijos del señor Ananías Laparra, que en ese momento eran menores de edad, - José Ananías de 14 años y Rocío Fulvia Laparra Godínez de 16 años - así como su esposa, Rosa Godínez, fueron torturados y forzados a firmar declaraciones que inculpaban al señor Ananías Laparra como culpable en el homicidio del joven Elvis Díaz Martínez, originario de la colonia Unión Roja, municipio de Cacahoatán, Chiapas.
Derechos alegados: La parte peticionaria alegó que el Estado era responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 8 (garantías judiciales), 25 (protección judicial), 19 (derechos del niño) y 2 (deber de adoptar disposiciones de derecho interno) en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio del señor Ananías Laparra y familiares.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días y 18 de julio y 26 de septiembre de 2018. 
2. Las partes sostuvieron reuniones de trabajo con la facilitación de la Comisión el 17 de marzo y el 25 de abril de 2017. 

3. El Estado proporcionó información el 4 de agosto de 2017 y el 4 de septiembre de 2018. 
4. Los peticionarios no han presentado información actualizada desde la homologación del acuerdo de solución amistosa. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	VIII.1. RESTITUCIÓN

	[…] tomar todas las medidas administrativas y de cualquier otra índole necesarias para lograr su inocencia. […]
	Total


	VIII.2 REPARACIÓN POR DAÑO INMATERIAL Y MEDIDAS DE SATISFACCIÓN

	VIII.2.1. COMPENSACIÓN MONETARIA POR DAÑO INMATERIAL, para Rosa Godínez Chávez, Rocío Fulvia Laparra Godínez y también a José Ananías Laparra Godínez
	Total


	VIII.2.2. SEGURO DE ATENCIÓN MÉDICA

El Estado Mexicano se compromete a realizar las gestiones necesarias para otorgar a las víctimas atención integral de salud, de forma preferencial gratuita. Asimismo, tendrán acceso a los servicios y bienes farmacéuticos establecidos en la cobertura médica del Seguro Popular. Si las víctimas cambian de domicilio a otra Entidad Federativa de la República mexicana, la atención médica se brindará en su nuevo lugar de residencia a través del Seguro Popular o un programa afín que otorgue el mismo nivel de atención establecido en este acuerdo. En caso de que el servicio médico que requieran se brinde en instalaciones fuera de su lugar de residencia, tendrán derecho a que los gastos de traslado y viáticos respectivos los erogue el Estado mexicano. Esta obligación se cumplirá en el plazo de 6 meses desde la firma de este acuerdo.
	Total 2018
	En su Informe de Homologación la Comisión dio cuenta de que el Estado indicó que el Hospital Regional de Alta Especialidad en Tapachula, Chiapas se encontraba disponible para que, en caso de que las victimas requirieran atención médica, acudan a dicho centro de asistencia a recibir atención inmediata. El Estado, a través de la SEGOB, se comprometió a remitir una circular recordatoria a las instancias de Salud correspondiente con la finalidad  de informar respecto de las vertientes específicas del caso, así como de la continuación de una atención debida al señor Laparra.

En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que el Estado informó que el 23 de mayo de 2017 se llevó a cabo una reunión en las instalaciones de la Secretaría de Gobierno del estado de Chiapas, en la cual se identificó que el problema que han presentado los peticionarios, es que no se les está proporcionando unas gotas oftalmológicas de forma gratuita. Por lo anterior, la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas (CEAV) manifestó que una vez inscritos, los peticionarios recibirán el reembolso de los gastos incurridos.

El 4 de septiembre de 2018, el Estado informó sobre las atenciones médicas brindadas al beneficiario en orden cronológico junto con su expediente médico individual. El Estado también indicó que se ha otorgado la atención médica a los demás beneficiarios del acuerdo. El Estado informó que se solicitó la inscripción de los beneficiarios en el Sistema Nacional de atención a Víctimas. 

La parte peticionaria no presentó observaciones sobre la información suministrada por el Estado.  
Tomando en consideración la información presentada por el Estado y la ausencia de observaciones de la parte peticionaria desde la emisión del Informe de Homologación en el 2016, la Comisión considera que el Estado ha alcanzado un nivel de cumplimiento total de este extremo del acuerdo y así lo declara.  

	VIII.2.3. TRATAMIENTO PSICOLÓGICO

Una vez firmado el acuerdo la Unidad para la Defensa de los Derechos Humanos y la Dirección General de Derechos Humanos y Democracia y de la Secretaría de Relaciones Exteriores realizarán las gestiones necesarias, para que la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas brinde la atención psicológica a las víctimas, Ananías Laparra Martínez, Rosa Godínez Chávez, Rocío Fulvia Laparra Godínez y José Ananías Laparra Godínez, por el tiempo que sea necesario, en las instalaciones del Centro de Atención a Víctimas y Ofendidos más cercana a su domicilio, o en otras instalaciones del mismo centro, a elección de las víctimas y por el tiempo que ellas lo requieran. El tratamiento psicológico y médico debe tener en cuenta que se trata de víctimas de tortura y de una persona que ha estado privado de su libertad por 12 años, debe realizarse de acuerdo a los estándares internacionales y los cuidados establecidos en el Protocolo de Estambul. 
	Parcial
	En su Informe de Homologación la Comisión dio cuenta de que el Estado informó que la víctima no había utilizado el servicio. La SEGOB se comprometió a celebrar, junto con la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, una reunión de trabajo en la ciudad de Tapachula, Chiapas con la finalidad de informar a la familia Laparra y sus representantes del procedimiento a seguir para brindar la atención psicológica y se les brinde el protocolo de atención por escrito.

El 17 de marzo de 2017, las partes sostuvieron una reunión de trabajo, en la cual los peticionarios solicitaron una medida alternativa en materia de salud para Ananías y su familia. Sin presentar información sobre cuál sería dicha medida alternativa, solamente se mencionó en la reunión de trabajo.

Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
La CIDH insta al Estado a presentar información específica y actualizada sobre este extremo del acuerdo.

La Comisión considera que la implementación de esta medida continua siendo parcial e insta a al Estado a tomar acciones más expeditas hacia su cumplimiento total.

	VIII.2.4. TRATAMIENTO CONTRA ADICCIONES Y REHABILITACIÓN

El Estado Mexicano se compromete a realizar las gestiones necesarias y razonables, en coordinación con sus familiares, teniendo especial consideración de la vulnerabilidad de José Ananías Laparra Godínez, para poder identificar sus necesidades y, de acuerdo a las mismas, con el consentimiento de José Ananías Laparra Godínez cuando este lo solicite, otorgar tratamiento contra las adicciones que sufra, a través de las instancias de salud correspondientes. Estas gestiones deberán iniciarse en el plazo de 6 meses desde la firma del acuerdo y la obligación podrá darse por cumplida cuando el Estado mexicano realice las gestiones necesarias y razonables para que José Ananías Laparra Godínez tenga acceso al tratamiento respectivo independientemente de que decida tomarlo o no.
	Parcial
	En su Informe de Homologación la Comisión dio cuenta de que el Estado indicó que la Secretaria de Salud del Estado de México y el señor José Ananías Laparra habían acordado agendar una cita para el 1 de octubre de 2014 en Uneme Capa, Chimalhuacán, para llevar a cabo la primera evaluación. Sin embargo, el representante de las víctimas informó, el 8 de octubre de 2014, que el joven había cambiado su residencia a Tapachula. Al respecto, la Secretaria de Salud informó que existe un espacio abierto para el señor José Ananías Laparra. 
El 17 de marzo de 2017, las partes sostuvieron una reunión de trabajo, en la cual los peticionarios solicitaron una medida alternativa en materia de salud para Ananías y su familia.

Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
La CIDH insta al Estado a presentar información específica y actualizada sobre este extremo del acuerdo.

La Comisión considera que la implementación de esta medida continua siendo parcial e insta a al Estado a tomar acciones más expeditas hacia su cumplimiento total.

	VIII.2.5. BECAS EDUCATIVAS

El Estado Mexicano acuerda otorgar becas educativas a Rocío y José Ananías, ambos de apellidos Laparra Godínez, para completar los estudios necesarios preparatorios y correspondientes a alguna carrera universitaria o técnica, a su elección. Debido a que Rocío no podría cursar una carrera universitaria de derecho fuera del Municipio de Tapachula Estado de Chiapas, se realizarán las gestiones pertinentes para lograr cubrir el costo de los estudios universitarios de la carrera de derecho u otra elección en la Ciudad de Tapachula Estado de Chiapas. Trasladarse a otro lugar para estudiar le imposibilitaría lograrlo. Toda vez que no existe facultad publica de derecho en la Ciudad de Tapachula Estado de Chiapas, carrera que inicialmente sería de preferencia de Rocío Fulvia Laparra Godínez. En caso que la víctima lo solicite, el Estado de Chiapas realizará las gestiones pertinentes para acordar con las facultades privadas tengan convenios con gobierno de derecho u otra de su elección, a estudiantes, de forma tal que se le otorgue una beca a Rocío Fulvia Laparra Godínez para cubrir el monto faltante y así lograr hacer efectiva la beca para que concluya sus estudios.

Luego que se realice el dictamen médico psicológico de José Ananías Laparra se valorará la pertinencia de esta medida y, en caso que su salud no lo permita, se sustituirá por otra más adecuada (como un arte u oficio), en coordinación con las víctimas, para que le permita vivir con dignidad fuera de las calles.

El pago de las becas educativas será gestionado por la Unidad para la Defensa de los Derechos Humanos de conformidad con las Reglas de Operación del Fideicomiso para el Cumplimiento de Obligaciones en Materia de Derechos Humanos, previo cumplimiento de los requisitos que correspondan por parte de las víctimas, lo que deberá realizarse dentro de los 6 meses siguientes.
	Total 2018
	En su Informe de Homologación la Comisión dio cuenta de que el 17 de julio de 2015, el Estado explicó que durante una reunión celebrada el 17 de abril de 2015, el Comité Técnico había aprobado la creación de subcuentas en favor de los hijos del señor Laparra, y en consiguiente informó de la disponibilidad del Estado por dar cumplimiento. Asimismo, participó que el 15 de mayo de 2015, el representante de las victimas remitió documentos para solicitar la liberación del cheque correspondiente al ciclo escolar 2015-2016, en favor de Rocío Fulvia Laparra. 

El 4 de septiembre de 2018, el Estado indicó que la beca a favor de Fluvia Laparra Godínez se encuentra garantizada a través del Acuerdo 5/3 de la Tercera Sesión Extraordinaria del Comité Técnico del Fideicomiso para el Cumplimiento de Obligaciones en Materia de Derechos Humanos de 15 de octubre de 2014. El 27 de septiembre de 2017, se realizó el pago e la beca correspondiente al ciclo escolar 2017-2018, y en lo que se relaciona al ciclo escolar 2018-2019, el estado está a la espera de que los beneficiarios aporten al Fideicomiso la documentación correspondiente. 

La parte peticionaria no presentó observaciones sobre la información suministrada por el Estado.  

Tomando en consideración la información presentada por el Estado y la ausencia de observaciones de la parte peticionaria desde la emisión del Informe de Homologación en el 2016, la Comisión considera que el Estado ha alcanzado un nivel de cumplimiento total de este extremo del acuerdo y así lo declara.  

	VIII.2.6. ACTO PÚBLICO DE RECONOCIMIENTO DE RESPONSABILIDAD

Tomando como referencia las buenas prácticas de casos en que se ha establecido la responsabilidad internacional del Estado Mexicano, previo acuerdo libre e informado con las víctimas y los peticionarios, se realizará un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional y disculpa pública, efectuado por altas autoridades nacionales y estatales. En el acto participarán representantes del Poder Ejecutivo Estatal, el Poder Judicial del Estado de Chiapas, la Secretaría de Gobernación y la Secretaría de Relaciones Exteriores. El acto deberá celebrarse dentro de los 12 meses siguientes a la fecha de firma de este acuerdo. En dicho acto se dará participación a las víctimas y a quienes ellos designen y se hará referencia, a la inocencia del señor Ananías Laparra Martínez, la detención ilegal, tortura, la falta de protección a la niñez y violaciones a la integridad personal y al debido proceso sufridos por todas las víctimas. Se difundirá en distintos medios de comunicación con alcance local y nacional, y se publicará en una página electrónica del Gobierno Federal y del Gobierno del Estado de Chiapas.
	Total


	VIII.2.7. PUBLICACIÓN DEL INFORME DE LA CIDH

El Estado Mexicano se compromete a la publicación en el Diario Oficial de la Federación y la Gaceta Oficial del Estado de Chiapas y en un diario de amplia circulación nacional y local, por una sola vez, el resumen de los hechos del caso reconocidos por el Estado Mexicano y las violaciones a los derechos humanos reconocidas y establecidas en el Informe de la CIDH, previamente acordado con las víctimas y sus representantes.

Asimismo, el Estado Mexicano se compromete a publicar por espacio de un año, a través de las páginas de algunas de las siguientes autoridades, el Gobierno del Estado de Chiapas, el Tribunal Superior de Justicia del Estado de Chiapas, Procuraduría General de Justicia del Estado de Chiapas, el Consejo de Derechos Humanos del Estado de Chiapas, la Secretaría de Gobernación o la Secretaría de Relaciones Exteriores, una versión pública, previo acuerdo con las víctimas, del Informe de la CIDH. Lo anterior, en el entendido que la publicación deberá realizarse en la página web de por menos una autoridad de las señaladas del nivel federal y dos de las autoridades señaladas del nivel estatal. Esta obligación deberá realizarse en el plazo de 6 meses desde la publicación del informe por la CIDH.
	Pendiente
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
La CIDH insta al Estado a presentar información específica y actualizada sobre este extremo del acuerdo.
La Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.



	VIII.3. REPARACIÓN POR DAÑO MATERIAL
	Total


	VIII.3.1. PÉRDIDA DE INGRESOS PASADOS Y FUTUROS
	

	VIII.3.2. VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL
	

	VIII.3.3. GASTOS Y COSTAS
	

	IX. GARANTÍAS DE NO REPETICIÓN
	

	IX.1. INVESTIGACIÓN DE LOS HECHOS VIOLATORIOS AL DEBIDO PROCESO EN PERJUICIO DEL SEÑOR ANANÍAS LAPARRA MARTÍNEZ Y FAMILIA

Sobre el deber del Estado Mexicano de investigar y sancionar.- El Estado Mexicano, en un plazo razonable, a través de la Procuraduría General de Justicia de Chiapas, se compromete a realizar y proseguir de modo diligente todas las investigaciones y actuaciones necesarias, para deslindar responsabilidad y en su caso, sancionar la comisión del delito de tortura. Este deber incluye las acciones y omisiones que se realizaron en perjuicio de las víctimas y que generaron la responsabilidad internacional del Estado Mexicano. En cumplimiento de esta obligación, el Estado Mexicano debe remover todos los obstáculos, de facto y de jure, que mantengan la impunidad, tomando en consideración los hechos del presente acuerdo y dando acceso a una participación efectiva de las víctimas.

Sobre la obligación de investigar oficiosamente.- El Estado Mexicano reconoce que las investigaciones se deben llevar a cabo de acuerdo con todas las obligaciones establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en particular con su artículo 1, y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano es parte.

Sobre el recurso de reconocimiento de inocencia.- El Estado Mexicano, de conformidad con lo establecido en el apartado VIII.1 Restitución, realizará las gestiones pertinentes para dar cumplimiento a esta parte del acuerdo.
	Parcial
	En cuanto al reconocimiento judicial de inocencia al señor Ananías Laparra Martínez, en su Informe de Homologación la Comisión dio cuenta de que el 27 de enero de 2015 el Pleno del Tribunal Constitucional del Tribunal Superior de Justicia del estado de Chiapas, en sesión extraordinaria, mediante una resolución aprobó por mayoría de votos la solicitud de reconocimiento de inocencia formulada por Ananías Laparra, declarándola fundada, según lo acordado en el acuerdo de solución amistosa, respecto de la sentencia condenatoria pronunciada el 31 de enero de 2002 dictada por el Juez Primero del Ramo Penal del Distrito Judicial del Soconusco, instruida en contra del peticionario y otras personas, por el delito de homicidio calificado cometido en agravio de Elvis Díaz Martínez. Asimismo, el Estado proporcionó un ejemplar del Periódico Oficial de la Secretaría General de Gobierno de Chiapas, de fecha el 11 de febrero de 2015, en el cual se publicaron los puntos resolutivos de la resolución del reconocimiento de inocencia en favor de Ananías Laparra Martínez, quien fue víctima de violaciones a sus derechos humanos en el proceso penal por la comisión del delito de homicidio calificado, en agravio de Elvis Díaz Martínez, relativo a la causa penal número 273/1999.
En relación a la investigación de los hechos, en su Informe de Homologación, la Comisión dio cuenta de que el Estado informó que el 6 y 7 de abril de 2015 la Procuraduría General de Justicia de Chiapas llevó a cabo un dictamen psicológico con el apoyo de la delegación en Chiapas de la Procuraduría General de la República, agregando que en una reunión celebrada con el representante del señor Laparra, se acordó que este solicitaría el protocolo de Estambul aplicado al señor Laparra Martínez por la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF). El Estado informó que dicha Comisión remitió el protocolo de Estambul practicado a la víctima, y que actualmente la PGJ de Chiapas  lo utiliza como evidencia para continuar con las investigaciones. 

La Fiscalía de Derechos Humanos y el representante de las víctimas pactaron celebrar una reunión de trabajo con el Fiscal Especial Anticorrupción el 2 de octubre de 2015, con la finalidad de informar el estado de las investigaciones correspondientes. En el mismo sentido, la Secretaría de Relaciones Exteriores se comprometió a asesorar a la Fiscalía de Chiapas en relación a la imprescriptibilidad del delito de tortura, con base en estándares internacionales. 

En su Informe Anual de 2017, la Comisión indicó que el Estado informó que la misma fue iniciada y que se encuentra a la espera de la respuesta que la Fiscalía de Procedimientos Penales proporcione a la Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de México para que se realicen las diligencias pertinentes y se ratifique el dictamen psicológico del 14 de enero de 2013. En virtud de lo anterior, el Estado se comprometió a mantener informados a los peticionarios y a la CIDH sobre los avances para lograr un cumplimiento total de la presente cláusula. Dicha información fue trasladada a los peticionarios para que presentaran sus observaciones. 

El 4 de septiembre de 2018, el Estado informó que se solicitó la ratificación del dictamen practicado a la víctima bajo el Protocolo de Estambul. En ese sentido, uno de los tres expertos que participaron en la elaboración ya ratificó el dictamen y se encuentra pendiente la ratificación de los otros dos profesionales. 

La parte peticionaria no presentó observaciones sobre la información suministrada por el Estado.  

Tomando en consideración la información presentada por el Estado, la Comisión considera que la implementación de esta medida continua siendo parcial e insta a al Estado a tomar acciones más expeditas hacia su cumplimiento total. 

	IX.2. PROGRAMA DE CAPACITACIÓN PARA EL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE CHIAPAS, LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE CHIAPAS, LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE CHIAPAS, LA DEFENSORÍA DE OFICIO DEL ESTADO DE CHIAPAS Y EL CONSEJO ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS
El Estado Mexicano, a través de los expertos seleccionados por la Unidad para la Defensa de los Derechos Humanos, en acuerdo con los representantes de las víctimas y el Gobierno del Estado de Chiapas, se compromete a otorgar capacitación a los operadores de justicia bajo los estándares internacionales más altos, para que puedan identificar, reaccionar, corregir, proteger, prevenir, denunciar y sancionar, el uso de técnicas de tortura y coacción. Adicionalmente, la capacitación abarcará los estándares internacionales más estrictos sobre el cumplimiento del debido proceso legal, tendiente a evitar toda violación de derechos por parte de las autoridades que intervienen en la privación de la libertad de una persona y en la procuración y la administración de justicia. Se tendrá particular consideración a los requisitos para realizar una detención, la necesidad de defensa adecuada, la necesidad de corregir la aplicación inadecuada del principio de inmediatez procesal, la necesidad de impulsar de oficio investigaciones sobre denuncias de torturas realizadas por personas que enfrentan una imputación penal, la aplicación del Protocolo de Estambul, el alcance del principio de presunción de inocencia, la aplicación del concepto de prueba ilícita y su invalidez, así como la invalidez de declaraciones obtenidas bajo coacción o tortura, de conformidad a decisiones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de México y de la jurisprudencia internacional. También se tendrá en cuenta las especiales protecciones establecidas para los niños y niñas en materia penal.

Dentro de los operadores de justicia que tomen parte en el programa señalado en el párrafo anterior, deberán encontrarse miembros del Poder Judicial, de la Procuraduría General de Justicia, de la Secretaría de Seguridad Pública, de la Defensoría de Oficio del Estado de Chiapas y de la Comisión de Derechos Humanos.

Estas capacitaciones deberán realizarse en el plazo de un año desde la firma de este acuerdo.
	Total



	IX.3. IMPULSO DEL DEBATE LEGISLATIVO RELATIVO AL RECONOCIMIENTO DE INOCENCIA EN CASO DE VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS.

El Estado Mexicano, a través del Gobierno del Estado de Chiapas, con la asesoría de la Unidad para la Defensa de los Derechos Humanos, se compromete a impulsar el debate legislativo relativo a las causales de procedencia del recurso de reconocimiento de inocencia en casos de violaciones a los derechos humanos.

Así mismo, el Estado Mexicano, a través del Gobierno del Estado de Chiapas se compromete a agilizar el proceso de consolidación del Consejo Estatal de Derechos Humanos para que atienda las quejas de fondo y emita recomendaciones sobre violaciones a derechos humanos, y a presentar una iniciativa a la legislatura local, en la que se incluya la posibilidad de que las recomendaciones sobre violaciones a derechos humanos puedan servir de base para solicitar el reconocimiento de inocencia.

Estas iniciativas deberán presentarse en el plazo de un año desde la firma de este acuerdo. 
	Pendiente
	En su Informe de Homologación la Comisión dio cuenta de que el 24 de septiembre de 2015, el Estado mexicano, a través del Gobierno del Estado de Chiapas, se comprometió a enviar a los peticionarios el proyecto legislativo respecto de la armonización del delito de tortura con estándares internacionales y la inclusión de la declaratoria de inocencia en aquellos casos donde existan violación de derechos humanos; y se comprometió además, a involucrar a los peticionarios en el debate legislativo.

En su Informe Anual de 2017, la Comisión indicó que, el Estado informó que el 26 de abril de 2017, el estado de Chipas se comprometió a remitirte un exhorto al Poder Legislativo para que se lleve a cabo el debate acordado con los peticionarios.

Por su parte los peticionarios no han presentado información al respecto.

Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
La CIDH insta al Estado a presentar información específica y actualizada sobre este extremo del acuerdo.

Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
5. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Por su parte, la parte peticionaria no presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  
6. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información suficiente para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
7. La Comisión observa que el Estado aportó información a través de la cual se pudo verificar las acciones realizadas por el Estado para cumplir totalmente con las medidas relacionadas con la prestación del servicio de salud y educación a los beneficiarios del acuerdo, por lo que declara el cumplimiento total de los puntos VIII 2.2 y 2.5.

8. Por lo expuesto, la Comisión concluye que el acuerdo amistoso se encuentra parcialmente cumplido. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando los puntos VIII 2.3, 2.4 y 2.7 y los puntos IX.1 y 3.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO
A. Resultados individuales del caso

· El 27 de enero de 2015 el Pleno del Tribunal Constitucional del Tribunal Superior de Justicia del estado de Chiapas, en sesión extraordinaria, aprobó por mayoría de votos la solicitud de reconocimiento de inocencia formulada por Ananías Laparra. 

· El 15 de julio de 2015 el Consejo de Judicatura Federal eliminó los antecedentes penales del señor Laparra.

· La CIDH verificó la publicación en periódico oficial del Estado de Chiapas la decisión de declarar fundada la solicitud de reconocimiento de inocencia.

· El 1 de diciembre de 2014, se hizo entrega del monto acordado por las partes en el anexo 1 del acuerdo de solución amistosa por concepto de indemnización y ayuda en vivienda

· Se llevó a cabo el acto de reconocimiento de responsabilidad el 5 de septiembre de 2014. En el acto, el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del estado de Chiapas, ofreció una disculpa pública, se reconoció la responsabilidad directa en los hechos y se otorgó el reconocimiento de inocencia a Ananías Laparra y su familia. 

B. Resultados estructurales del caso

· Se realizó el “Curso de Capacitación sobre Derechos Humanos y el Delito de Tortura: Identificación, Sanción y Prevención”, en la sede del Supremo Tribunal del estado de Chiapas, dirigido a operadores de justicia de la mencionada entidad federativa. El curso se concentró en los aspectos de la prohibición a la tortura, aplicación del Protocolo de Estambul y garantías del debido proceso de acuerdo con estándares del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 16/16
CASO 12.847
VICENTA SÁNCHEZ VALDIVIESO
(México)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Vicenta Sánchez Valdivieso
Peticionario (s): Juan Carlos Santiago Sánchez y Isidro Santiago Sánchez
Estado: México
Informe de Admisibilidad:159/11, publicado el 2 de noviembre de 2011

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa.: 16/16, publicado el 14 de abril de 2016
Relatoría vinculada: N/A

Temas: Debido proceso legal/ Garantías judiciales

Hechos: El caso se refiere a la violación de los derechos humanos de Vicenta Sánchez Valdivieso, mujer indígena zapoteca, derivada de la falta de ejecución de una decisión laboral emitida a su favor el 13 de agosto de 1999, la cual habría condenado a la parte patronal al pago de $97,827.60 pesos mexicanos. Ante la falta del referido pago, se habría instaurado un embargo sobre un automóvil del deudor y se nombró depositaria del bien a la señora Esther Jiménez Guerra; posteriormente el 2 de marzo de 2000, el empleador, habría acudido junto con un grupo de personas al domicilio de la depositaria del embargo y a través de la violencia habría sustraído el vehículo. Por lo anterior, Vicenta Sánchez habría presentado  una acción penal por hurto el 3 de marzo de 2000, y dentro he dicho proceso se emitió una orden de aprehensión contra Santana Lopez, pero éste no habría sido aprehendido, toda vez habría sido favorecido por la investidura de candidato electoral a las elecciones federales. 
Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente caso y que la petición era admisible con relación a los artículos 5 (derecho a la integridad personal), 8 (derecho a las garantías judiciales) y 25 (derecho a la protección judicial) de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1, en cumplimiento con los requisitos previstos en sus artículos 46 y 47 y decidió notificar a las partes y publicar su informe en su informe anual.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes el 18 de julio de 2018 y el 3 de octubre de 2018. 
2. El Estado no proporcionó ha proporcionado información actualizada desde la homologación del acuerdo de solución amistosa. 

3. Los peticionarios presentaron información actualizada el 30 de octubre de 2018 y posteriormente replantearon su escrito. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	SEGUNDO. El Estado se compromete a otorgar, de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, por concepto de reparación integral del daño la cantidad total de $498,927.00 (cuatrocientos noventa y ocho mil novecientos veintisiete pesos 00/100 M.N.).
La cantidad de $378,927,00 (trescientos setenta y ocho mil novecientos veintisiete pesos 00/100 M.N.) serán pagadas por la Secretaría de Gobernación, a través de la Unidad para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos, mediante la entrega de los documentos mercantiles correspondientes dentro de los 30 días hábiles siguientes a la firma del presente acuerdo de solución amistosa.

La cantidad de $120,000.00 (ciento veinte mil pesos 00/100 M.N.) serán pagadas por el Gobierno del Estado de Oaxaca, a través de la Coordinación de Atención a los Derechos Humanos, mediante la entrega de los documentos mercantiles correspondientes dentro de los 30 días hábiles siguientes a la firma del presente acuerdo de solución amistosa.
	Total


	TERCERO. El Estado mexicano se compromete a incluir a la señora Vicenta Sánchez Valdivieso en los siguientes programas que ofrece el gobierno del estado de Oaxaca:

	1) Programa productivo a cargo del Instituto de Capacitación y Productividad para el Trabajo del Estado de Oaxaca.
	Total


	2) Beca de capacitación para el empleo y Programa Semilla.
	Total


	3) Seguro médico por medio del Seguro Popular del estado de Oaxaca.
	Parcial
	En su Informe de Homologación la Comisión dio cuenta de que el Estado informó que la víctima indicó no necesitar la cobertura del seguro popular, toda vez que contaba con el seguro que brinda la Secretaría de Salud del Estado de Oaxaca en virtud de que su hijo labora en esa dependencia. Sin embargo, según consta en minuta aportada por el Estado, las partes acordaron en reunión de trabajo de fecha 13 de febrero de 2015, lo siguiente:

Primero: El representante de la Secretaría de Salud, gestionará ante el Hospital General “Aurelio Valdivieso” de Oaxaca, la atención a la beneficiaria C. Vicenta Sanchez Valdivieso, al efecto se solicitará, la intervención de la Secretaría de la Gobernación, para efecto de definir la posibilidad o no, de absorber los costos, para efecto de que se atienda la cirugía que necesita en las rodillas, en caso de ser procedente. […]

En el 2018, los peticionarios indicaron que la situación de las rodillas de la beneficiaria del acuerdo ha empeorado sin que haya recibido algún tipo de actualización por parte del estado sobre las medidas adoptadas para cumplir con lo acordado. En la actualidad la beneficiaria debe usar una silla de ruedas ya que no le es posible caminar por sí misma en virtud de la gravedad de la situación. 

Tomando en consideración la información presentada por los peticionarios, la Comisión considera que la implementación de esta medida continua siendo parcial e insta a al Estado a tomar acciones más expeditas hacia su cumplimiento total.

	4) Apoyo para mejoramiento de vivienda.
	Parcial
	En su Informe de Homologación la Comisión dio cuenta de que el Estado informó que el 7 de noviembre de 2012, se llevó a cabo una visita a la vivienda de la víctima por parte de la Comisión Estatal de la Vivienda, para el diagnóstico técnico de los daños a reparar, sin embargo la señora Sánchez Valdivieso indicó que no necesitaba las reparaciones sino una casa nueva. El Estado aportó copia del Oficio No. 2543 de la Comisión Estatal de Vivienda, del diagnóstico en el cual se dejó constancia de la solicitud de la peticionaria y se le invitó a integrarse al programa de autoproducción asistida. 
Al respecto, en reunión de trabajo sostenida en la Ciudad de México a instancias de la CIDH, el 24 de septiembre de 2015, el Estado indicó que continuaría dispuesto a realizar mejoras a la casa si el peticionario y la víctima así lo desean, pero manifestó la imposibilidad de gestionar la entrega de una casa nueva por exceder el marco de lo establecido en el acuerdo.

En el 2018, los peticionarios indicaron que el 7 de septiembre de 2017, un terremoto derribó varias casas en su localidad, incluyendo la suya, por lo que en la actualidad tiene que vivir en casa de sus hijos o a veces debajo de una lona en el terreno donde quedaba su casa. 

Tomando en consideración la información presentada por los peticionarios, la Comisión considera que la implementación de esta medida continua siendo parcial e insta a al Estado a tomar acciones más expeditas hacia su cumplimiento total.

	5) Becas educativas para niñas y niños entre 4 y 14 años de edad. 
	Total



IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por la parte peticionaria en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Por su parte, el Estado no presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  

5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información suficiente para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa que los peticionarios aportaron información a través de la cual se pudo verificar que el estado no ha adoptado acciones con posterioridad a la emisión del Informe de Homologación para cumplir con las obligaciones pendientes derivadas del presente acuerdo de solución amistosa. La Comisión observa con preocupación que la señora Vicenta Sanchez Valdivieso se encuentra en una situación de extrema vulnerabilidad por tratarse de una mujer mayor con una discapacidad física y en situación de pobreza, y que el Estado no ha adoptado las medidas pactadas para aliviar tal situación de vulnerabilidad. 
7. Por otro lado, los peticionarios solicitaron la reformulación del acuerdo de solución amistosa para incluir cláusulas que no habían sido incluidas en el acuerdo inicial de solución amistosa. Asimismo, indicaron que el acuerdo de solución amistosa habría sido elaborado unilateralmente por el Estado y que no contempla una reparación integral. Al respecto, la Comisión recuerda que antes de proceder con la emisión del Informe de Homologacion, se verificó el consentimiento de la víctima en el acuerdo de solución amistosa y se explicaron las implicaciones de un eventual Informe de Homologacion. Por lo anterior, corresponde aclarara que corresponde aclarar que la Comisión decidió en su momento aprobar y publicar el Informe No. 16/16, en el cual valoró el contenido del acuerdo de solución amistosa a la luz de los estándares en materia de derechos humanos y concluyó que el mismo era compatible con dichos estándares de reparación integral. En ese sentido, es de indicar que desde ese momento el caso se encuentra en etapa de seguimiento, sin que se pueda anular el acuerdo alcanzado por las partes o retrotraer el proceso.
8. Por lo expuesto, la Comisión concluye que el acuerdo amistoso se encuentra parcialmente cumplido. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando 3 y 4 de la cláusula tercera del acuerdo de solución amistosa. 

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO. 
A. Resultados individuales del caso

· Se efectuó la entrega de dos cheques a favor de la señora Sánchez Valdivieso: un cheque emitido por el Gobierno de Oaxaca por la cantidad de ciento veinte mil pesos mexicanos (120.000.00 M.N.) y un cheque emitido por la Secretaría de la Gobernación por la cantidad de trescientos setenta y ocho mil novecientos veintisiete pesos mexicanos (378.927.00 M.N.);
· El 10 de diciembre de 2012, el gobierno de Oaxaca realizó la entrega de bienes a la víctima y su familia de la “Iniciativa Ocupacional por Cuenta Propia” que incluía un rosticero de pollo a favor de la señora Vicenta Sánchez Valdivieso y los equipos para iniciar su negocio propio “Rosticería Ña Vicenta”;
· Se realizó la capacitación a los peticionarios para la puesta en marcha y operación del rosticero para pollo de acuerdo a la modalidad de autoempleo. El programa semilla está enfocado al desarrollo de proyectos de negocio mediante el financiamiento de actividades para el despegue de actividades emprendedoras;
· Se otorgaron cheques por concepto de beca a favor de los familiares de la peticionaria. 
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 92/17
CASO 12.627
MARÍA NICOLASA GARCÍA REYNOSO
(México)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): María Nicolasa García Reynoso
Peticionario (s): Dinah Laureano, María Nicolasa García Reynoso

Estado: México
Informe de Admisibilidad: 53/07 publicado el 24 de julio de 2007

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa:  92/17 publicado el 7 de julio de 2017
Relatoría vinculada: Defensores y Defensoras de Derechos Humanos
Temas: Amenazas, actos de intimidación y acoso/ Investigación

Hechos: El 4 de agosto de 2003, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió una denuncia presentada por el Frente Mexicano Pro Derechos Humanos, en la cual alega responsabilidad internacional de los Estados Unidos Mexicanos por presuntos ataques, actos de intimidación y amenazas en contra de la señora María Nicolasa García Reynoso, como represalia a su trabajo como defensora de derechos humanos en México y por la posterior falta de investigación efectiva de los mismos, particularmente, debido a su denuncia constante sobre la explotación sexual comercial de niños y niñas en Puerto Vallarta, Jalisco. 

Derechos alegados: Los peticionarios alegaron que los hechos denunciados configuraban violaciones a los derechos consagrados en los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (integridad personal), 8 (garantías judiciales), 13 (libertad de pensamiento y expresión), 15 (derecho de reunión), 16 (libertad de asociación) y 25 (garantías de protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana”) en relación con las obligaciones derivadas del artículo 1.1 del mismo instrumento internacional.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes el 18 de julio y 24 de agosto de 2018. 
2. El Estado no proporcionó ha proporcionado información actualizada desde la homologación del acuerdo de solución amistosa. 

3. Los peticionarios presentaron información el 6 de noviembre de 2018.
III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	VI. REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO 

	VIII.1 Indemnización compensatoria. 

PRIMERO.- Con base en la jurisprudencia del Sistema interamericano de Protección de los Derechos Humanos, el Estado mexicano hará entrega de la cantidad de $465,400.00 (cuatrocientos sesenta y cinco mil cuatrocientos pesos mexicanos 00/100 M.N.) por concepto de indemnización por reparación integral del daño. 

SEGUNDO.- Las cantidades que por indemnización corresponden a la víctima serán pagadas por el Estado mexicano dentro de los 30 días hábiles siguientes a la firma del presente Acuerdo, a través de la Unidad para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación.
	Total


	VIII.2 Medidas de satisfacción y garantías de no repetición

	VIII.2.1 Investigación de los hechos del caso y sanción de los responsables. 

	PRIMERA.- La Procuraduría General de la República, a través de la Unidad Especializada en Terrorismo, Acopio y Tráfico de Armas, se compromete a mantener la investigación abierta dentro de la AC/PGR/SIEDO/UEITA/131/20D7, y continuar agotando líneas que se deriven de la misma, por la posible comisión de delitos de orden federal, investigación que ha realizado con diligencia, y que seguirá haciendo en forma pronta y expedita, la cual se resolverá conforme a derecho corresponda.
	Parcial
	En su Informe de Homologación, la Comisión dio cuenta de que el 4 de mayo de 2015, el Estado informó que se han realizado diversas diligencias e investigaciones para obtener los medios de prueba suficientes que permitan acreditar la comisión de los delitos denunciados por la víctima, sin que se cuenten con medios de convicción suficientes para obtener nuevas líneas de investigación. Al respecto, la señora María Nicolasa García Reynoso indicó que el Estado no ha profundizado en las investigaciones de los hechos derivados de su actividad como defensora de derechos humanos, por los cuales había estado expuesta y no se habían interrogado a los testigos señalados. 

El 2 de agosto de 2016, el Estado indicó que el 23 de septiembre de 2015, la Procuraduría General de la República señaló que se habían realizado diligencias para la identificación de los responsables. En ese sentido, el 6 de agosto de 2015 se determinó darle al acta circunstanciada con folio AS/PGR/SIEDO/UEITA/131/2007 rango de investigación previa, en expediente No. AP/PGR/SIEDO/UEITA/184/2015, para obtener más datos que hicieran posible la identificación de los responsables de los hechos.  

El 25 de abril de 2017, durante la reunión de trabajo facilitada por la CIDH, la parte peticionaria reiteró que las investigaciones penales sobre las amenazas y atentados de los cuales ha sido víctima, no han dado como resultado la sanción de los responsables y solicitó que el Estado se comprometiera a revisar las investigaciones. El Estado por su parte aceptó recopilar y entregar la información correspondiente a las investigaciones.

El 6 de noviembre de 2018, la parte peticionaria informó que el Estado no ha informado sobre la conclusión de las investigaciones de los hechos del caso, ni la sanción de los responsables.
El Estado no proporcionó información sobre el cumplimiento de este extremo del acuerdo en el 2018.  

La Comisión considera que la implementación de esta medida continua siendo parcial e insta a al Estado a tomar acciones más expeditas hacia su cumplimiento total.

	SEGUNDA.- La Unidad Especializada en Investigación de Terrorismo, Acopio y Tráfico de Armas (UEITA) mantendrá el servicio de escolta y protección de la señora María Nicolasa García Reynoso, en el entendido que este servicio podrá ser retirado únicamente, una vez que el Mecanismo que establece la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas esté operando y le otorgue medidas de protección a la señora García Reynoso en su calidad de defensora de derechos humanos.
	Total


	TERCERA.- La Unidad para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación se compromete a llevar a cabo las diligencias necesarias a efecto de que, una vez que el Mecanismo mencionado en la cláusula anterior esté operando, se incorpore a la señora María Nicolasa García Reynoso al mismo en función del riesgo que presenta por su calidad de defensora de derechos humanos; y en ese sentido, se le otorgarán las medidas de prevención y/o protección que sean necesarias para proteger su vida e integridad, de conformidad con lo que establece la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.
	Parcial
	En su Informe de Homologación la Comisión dio cuenta de que el Estado indicó que el 30 de octubre de 2015, durante la Décima Novena Sesión Ordinaria de la Junta de Gobierno del Mecanismo, se presentó un análisis de riesgo actualizado, por lo que la Junta de Gobierno determinó mediante acuerdo JG/ORD/352/2015 que existía un nivel de riesgo extraordinario y se estableció un plan de protección a favor de la beneficiaria que incluía: a) circuito cerrado de televisión digital; b) cinco cámaras de vigilancia digital con canalización; c) sistema de alarma sonora con módulo de alerta en celular por mensaje de texto o voz; d) tres sensores de apertura de puertas y ventanas; e) sensor de detección inalámbrico de movimiento interior; f) video portero con contrachapa electromagnética; g) cerradura de alta seguridad para puerta protegida contra peroración con broca; h) cuatro reflectores de iluminación con instalación eléctrica y canalización; i) nuevo botón de pánico con arrendamiento de la línea y equipo telefónico celular y aplicación de localización para sistema de reacción inmediata. El 25 de abril de 2017, la señora García Reynoso reconoció, en la reunión de trabajo facilitada por la CIDH, los avances existentes en la implementación de las medidas de protección a su favor; y reiteró la importancia de que se le continúe brindando dicha protección.  

El 6 de noviembre de 2018, la parte peticionaria informó que el 31 de agosto de 2018, el Estado ratificó continuar con las medidas de protección en virtud de que el peligro de riesgo no se ha extinguido. Adicionalmente, indicó que el Estado continúa con las medidas de protección de escolta, cámaras de circuito cerrado y  video portero.
El Estado no proporcionó información sobre el cumplimiento de este extremo del acuerdo en el 2018.  

La Comisión considera que la implementación de esta medida continua siendo parcial e insta a al Estado a tomar acciones más expeditas hacia su cumplimiento total.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por la parte peticionaria en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Por su parte, el Estado no presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  
5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información suficiente para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.
V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa con preocupación que  no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa desde su homologación. 

7. Por todo lo anterior, la CIDH insta a las partes a conformar una mesa de trabajo para crear una hoja de ruta hacia la implementación de las medidas pendientes de cumplimiento, y a mantener informada a la Comisión de los avances que se presenten, de manera que pueda valorar el cumplimiento de su decisión.
8. La Comisión considera que el nivel de cumplimiento del acuerdo es parcial. Por lo anterior, continuará con la supervisión de los compromisos establecidos en las clausulas primera y tercera del punto VIII.2.1, por parte del Estado mexicano.

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO. 
A. Resultados individuales del caso

· Se hizo entrega de un cheque por la cantidad de cuatrocientos sesenta y cinco mil cuatrocientos pesos mexicanos ($465,400 P.M.) a la señora María Garcia Reynoso, como compensación económica.

· Se le proporcionó a la beneficiaria medidas de protección que incluyen a) botón de pánico; b) instalación y operación del video portero con contra chapa electromagnéticas en su domicilio; c) instalación y operación de un sistema de alarma con módulo de alerta para su celular; d) se solicitó reestablecer el servicio de escolta a la beneficiaria, el cual se había provisto con anterioridad pero había sido retirado.  
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